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PRIMERA INSTANCIA EN ACCIÓN POPULAR - COMPETENCIA DE LOS JUECES CIVILES DEL CIRCUITO. [D]e las acciones populares conocerán en primera instancia los jueces civiles del circuito y en  segunda, el Tribunal Superior del Distrito Judicial. En consecuencia, tampoco es esta corporación competente para conocer en primera instancia de las citadas acciones constitucionales.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, junio veintidós (22) de dos mil diecisiete (2017)

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00596-00
1. El señor Marlon Ulises Martínez Martínez formuló acción popular contra el Banco Davivienda y el Instituto Colombiano de Normas Técnicas -ICONTEC-, entidades domiciliadas, en su orden, en la avenida 30 de agosto No. 32-50 y en la carrera 17 No. 5-57, ambas de Pereira, y como sitio de la vulneración señaló el Banco Davivienda ubicado en la calle 11 No. 11-05 de Restrepo, Valle del Cauca. 
2. Para la protección de los derechos colectivos que dice son vulnerados, solicita se ordene: a) al Banco Davivienda contratar intérprete y guía intérprete para la atención de la población objeto de la Ley 982 de 2005; b) al ICONTEC determinar técnicamente cuáles “son las señales sonoras, visuales para la población objeto” de la citada ley y c) condenar en costas a su favor. 
3. El artículo 16 de la Ley 472 de 1998, que determinan el régimen de competencia aplicable para las acciones populares, reza: “De las Acciones Populares conocerán en primera instancia los jueces administrativos y los jueces civiles de circuito. En segunda instancia la competencia corresponderá a la sección primera del Tribunal Contencioso Administrativo o a la Sala Civil del Tribunal de Distrito Judicial al que pertenezca el Juez de primera instancia. Será competente el juez del lugar de ocurrencia de los hechos o el del domicilio del demandado a elección del actor popular. Cuando por los hechos sean varios los jueces competentes, conocerá a prevención el juez ante el cual se hubiere presentado la demanda.”
4. De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal carece de competencia, tanto funcional como territorial, para conocer de la acción instaurada.

4.1 En efecto, en relación con el segundo de esos factores de competencia, es necesario precisar que según la norma citada, el libelista tiene la potestad de elegir el lugar donde presenta la demanda cuando el domicilio de la entidad accionado es diferente al sitio donde se produce la vulneración de los derechos colectivos.
En este caso, el actor decidió formular la acción en esta ciudad, pues según dice el domicilio del Banco Davivienda y del Instituto Colombiano de Normas Técnicas -ICONTEC-, se encuentra en este municipio, a pesar de que la vulneración ocurre en otro, y por lo tanto, en principio, se podría pensar que la competencia territorial radicaría en esta localidad.

Sin embargo, se equivoca el actor al señalar como domicilio de esas entidades la ciudad de Pereira, pues de conformidad con los datos consignados en la página web del ICONTEC
 y de la Superintendencia Financiera
, medio al cual acude esta Sala como lo autoriza el artículo 85 del Código General del Proceso, el domicilio principal de tales entidades es la ciudad de Bogotá y en razón de ello, la competencia territorial se radica en los jueces de esa localidad.
Lo anterior, siguiendo de cerca el precedente de la Corte Suprema de Justicia, que al dirimir un conflicto de competencia suscitado en un caso similar al objeto de estudio, determinó:
“Como el asunto no está vinculado con sucursal o agencia de Manizales, sino con Montería, por lo tanto, fulge con claridad cómo el demandante pretende maniobrar y utilizar la jurisdicción para sus intereses particulares (dado el gran cúmulo de litigios que promueve con respecto a numerosos y distintos lugares circunscribiendo la competencia exclusivamente en algunos circuitos ajenos a los verdaderos factores), eligiendo como domicilio para el caso a Manizales, lugar que no es ni el principal, ni corresponde tampoco a la sucursal o agencia vinculada donde ocurre la presunta infracción del derecho colectivo; consecuentemente no puede atenderse en forma alguna la opción del demandante. Como corolario, al tratarse de una acción constitucional que reclama pronto trámite, y por imperativo del inciso primero del art. 85 transcrito, ajustando el trámite a la realidad y no a la ficticia información del demandante, se asignará el asunto al juez de Bogotá, en concordancia con el art. 16 de la Ley 472 de 1998.

2.5. No puede entonces privilegiarse la opción evidenciada por el promotor en la pieza inicial del juicio.

2.6. Ahora, como la determinación de la competencia el actor en todo caso la ató al domicilio del convocado, y no al lugar de los hechos, se asignará el asunto a los jueces civiles del circuito de Bogotá, sin perjuicio de que la entidad financiera, en la debida oportunidad procesal, discuta dicha atribución.”

4.2 Respecto a la competencia funcional es clara la norma que viene siendo citada en el sentido de que de las acciones populares conocerán en primera instancia los jueces civiles del circuito y en  segunda, el Tribunal Superior del Distrito Judicial. En consecuencia, tampoco es esta corporación competente para conocer en primera instancia de las citadas acciones constitucionales.
En conclusión, se declarará que esta Sala carece de competencia para asumir el conocimiento de la acción popular propuesta, y se ordenará su remisión a la Oficina Judicial de Administración Seccional de Bogotá, para que sea repartida entre los juzgados civiles del circuito de esa ciudad, teniendo en cuenta, además, que ambas entidades demandadas son de naturaleza particular.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1º Declarar que carece esta Sala de competencia para conocer de la acción popular propuesta por el señor Marlon Ulises Martínez Martínez contra el Banco Davivienda y el Instituto Colombiano de Normas Técnicas -ICONTEC-.
2º Remítanse la actuación a la Oficina de Reparto de Administración Judicial de Bogotá, para que sea sorteada entre los jueces civiles del circuito de esa ciudad.

3º Notifíquese esta decisión al actor por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 











JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O











� http://www.icontec.org/Documentos%20compartidos/Estatutos%20Doc%20Int.pdf


� https://www.superfinanciera.gov.co/reportes/Estatutos%2020-04-2016.pdf?LO=00000001a6bc8d90


0000003000000040008dc0a4c308ca2000000000001ffff00000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000&type=application/pdf


� Sala de Casación Civil, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona, auto AC1974-2017 de 27 de marzo de 2017, radicado No. 11001-02-03-000-2017-00723-00
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